El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 08 de mayo de 2018
Proceso:


Tutela  – Pensión de invalidez – Revoca – No hay perjuicio irremediable

Radicación Nro. :

66001-31-03-002-2018-00015-01
Accionante (s): 

Jesús Orlando Restrepo Vásquez
Accionado (s):

La Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones--.
Vinculado (s):

Subdirectora de Determinaciones V y los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Cartera de esa entidad..
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


SEGURIDAD SOCIAL / MÍNIMO VITAL / IGUALDAD / PENSIÓN DE INVALIDEZ / SE ORDENA EL RECONOCIMIENTO / REVOCA / SUBSIDIARIEDAD / NO HAY PERJUICIO IRREMEDIABLE - Así las cosas, puede entonces concluirse que en principio es la jurisdicción ordinaria la competente para conocer de los procesos en que se controvierta actuaciones de la administración y no la acción de tutela, salvo de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable. 

En el asunto bajo estudio el accionante acudió ya a esa vía principal, pues según lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo, el 17 de octubre de 2017 formuló demanda ordinaria laboral contra Colpensiones, a efecto de que se declare la nulidad de los actos administrativos por medio de los cuales ordenó el reintegro de las sumas pagadas de forma doble, por concepto de pensión de invalidez. Aunque la parte actora hizo caso omiso al requerimiento efectuado por esta Sala mediante auto del 26 de abril último, a fin de que aportara copia de esa demanda, aquel hecho se considera acreditado con la constancia que sobre la existencia de ese proceso expidió la Secretaria del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, en la que se informa que la última actuación surtida en ese trámite consistió en la notificación de la entidad accionada .

En estas condiciones, en principio el amparo resulta improcedente ya que para la fecha se encuentra en trámite el proceso ordinario promovido por el accionante para obtener lo que pretende por este medio excepcional de protección constitucional, el que de acuerdo con el principio de la subsidiariedad, no puede ser empleado de manera simultánea con los mecanismos ordinarios previstos en la ley para la defensa de los derechos. 

De acuerdo con la jurisprudencia transcrita, en estos casos el amparo puede resultar procedente, de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable.
(…)

En el asunto bajo estudio, no se evidencia una amenaza o lesión de naturaleza tal que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto, pues la angustia del accionante ante las medidas cautelares que se pueden materializar sobre su casa de habitación, no constituye perjuicio irremediable, en los términos de la jurisprudencia transcrita; y la situación de invalidez que también aduce tampoco justifica conceder el amparo, pues aunque es un sujeto de especial protección, en el asunto bajo estudio no están de por medio derechos que afecten esa particular condición y se encuentra probado que mediante Resolución No. 5510 de 2010  se le reconoció su pensión de invalidez, es decir que, así se perfeccionen aquellas medidas, el demandante cuenta con una fuente fija de ingresos que le permite garantizar sus necesidades básicas. 

En conclusión, contrario a lo definido por el juez de primera instancia, la tutela solicitada es improcedente porque no se satisface el presupuesto de la subsidiariedad y por ello se revocará el fallo impugnado, para decidir de la forma descrita.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo ocho (8) de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 150 del 8 de mayo de 2018

Expediente No. 66001-31-03-002-2018-00015-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 13 de marzo último, en la acción de tutela que el señor Jesús Orlando Restrepo Vásquez instauró contra esa Administradora    de Pensiones, a la cual fueron vinculados la Subdirectora de Determinaciones V y los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Cartera de esa entidad.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Mediante sentencia del 5 de marzo de 2010, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira ordenó al ISS, hoy Colpensiones, reconocer y pagar la pensión de invalidez al demandante. También lo condenó en costas por un valor de $7.725.000.
1.2 El 29 de abril de 2010 se presentó ante el ISS la correspondiente cuenta de cobro.

1.3 Por Resolución No. 5510 del 1º de septiembre del 2010, ese Instituto dispuso el pago de la suma de $57.053.200, más los intereses de mora por un valor de $4.159.804.

1.4 Sin embargo, como el ISS dejó de cumplir íntegramente el fallo judicial, ya que no liquidó ni pagó debidamente los intereses moratorios y las costas, el 10 de noviembre de 2010, se formuló demanda ejecutiva.

1.5 Por auto del 28 de enero de 2011 el Juzgado Segundo Laboral del Circuito libró mandamiento de pago. El 14 de diciembre de 2012 se aprobó la liquidación del crédito y el 8 de marzo de 2013 se dispuso la actualización del crédito en la suma de $44.280.422,78.
1.6 El 15 de marzo de 2013, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión ordenó el pago de los títulos judiciales por valores de $10.731.441,40 y $29.765.941,23, y para alcanzar a cancelar la totalidad de la deuda se ordenó fraccionar otro, por valor de $7.725.000, a fin de asignarle al ejecutante $3.378.040,15.  
1.7 En Resolución GNR 232801 del 8 de agosto de 2016, es decir luego de transcurridos más de tres años desde el pago completo de la obligación, Colpensiones decidió ordenar la restitución de $82.203.119, al considerar que con la cancelación de los citados títulos se configuró un doble pago por concepto de pensión de invalidez.
1.8 Contra ese acto administrativo se interpuso recurso de reposición, en subsidio apelación, señalando de forma clara el origen de aquellos títulos.
1.9 Por Resoluciones SUBA 95944 del 6 de junio de 2017 y DIR 9889 del 5 de julio siguiente, la demandada dispuso, en su orden, el reintegro de $58.494.026 “dejando de lado los $82.203.119 cobrados inicialmente” y confirmar esta última decisión.

1.10 El 17 de octubre de 2017 se formuló demanda ordinaria dirigida a que se declarara la nulidad de aquellos actos administrativos y se condenara al pago de los perjuicios causados.
1.11 A pesar de que la entidad accionada ya fue notificada de ese proceso, resolvió librar mandamiento de pago por aquellos conceptos y con posterioridad declaró no probadas las excepciones propuestas, ordenó seguir adelante la ejecución y decretó el embargo, secuestro y remate de los bienes del actor.
1.12 Esta última situación le ha generado al accionante un estado de 
angustia ante la posibilidad de que su vivienda sea objeto de tales medidas. Además, el citado señor tiene cáncer, enfermedad por la cual fue calificado como inválido por el ISS, y se ha visto en la obligación de contratar los servicios de un profesional del derecho para adelantar diferentes trámites administrativos y judiciales.  

1.13 Si bien existen otros medios de defensa judicial frente a las decisiones adoptadas por la administración, que calificó de ilegales porque además de usurpar funciones propias de la judicatura para cobrar deudas, desconoce las providencias adoptadas por el juzgado laboral y las pruebas que demuestran que la cancelación del crédito fue adecuada, dichos mecanismos son ineficaces frente al caso concreto, debido a lo que tardarían en definirse y porque se trata de una persona de especial protección.
2. Considera lesionados los derechos a la seguridad social, al debido proceso y a la salud. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada dejar sin efecto las Resoluciones GNR 232801 de 2016, SUBA 95944 y DIR 9889 de 2017 y los actos administrativos por medio de los cuales se inició el proceso de cobro coactivo. En subsidio, se adopten las medidas necesarias para proteger los derechos del actor.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 27 de febrero se admitió la acción y se ordenó vincular a los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Cartera y a la Subdirectora de Determinaciones V de Colpensiones. 
2. El citado Director de Acciones Constitucionales solicitó se negara el amparo constitucional. Resumió la actuación administrativa adelantada en el caso, de la siguiente forma: a) mediante Resolución GNR 232801 de 2016 se ordenó el reintegro de $82.203.119 por concepto de doble pago de la pensión de invalidez del señor Jesús Orlando Restrepo Vásquez. Esa decisión fue modificada por acto administrativo del 13 de junio de 2017, en el sentido de que el monto a devolver ascendía a $58.940.026. Este, a su vez, fue confirmado por la Resolución DIR 9889 de 2017 y b) en firme esta última, se trasladó el caso a la Dirección de Cartera; luego de verificada la efectividad del título, se dio apertura al proceso coactivo y se libró mandamiento de pago frente al accionante, quien formuló en su contra excepciones las cuales fueron resueltas el 13 de febrero de 2018.
Alegó que no se satisface el requisito de la subsidiariedad, pues para obtener lo que se pretende, el actor cuenta con la vía ordinaria ya que se dejó de demostrar que estuviera frente a un perjuicio irremediable. Explicó que el cobro coactivo que se adelanta guarda relación con el doble pago percibido por el afiliado, de conformidad con el análisis realizado en la Resolución SUB 95944 de 2017, que citó. Además, el mencionado trámite administrativo se adelantó de acuerdo a la facultad otorgada por el artículo 57 de la Ley 100 de 1993 para adelantar las gestiones necesarias a fin de recuperar “los valores objeto de financiamiento de prestaciones económicas” y se respetó el derecho de defensa del demandante. 
3. Mediante sentencia del 13 de marzo pasado, el funcionario de primera instancia concedió el amparo solicitado y ordenó a Colpensiones suspender el trámite de cobro coactivo, concretamente las medidas de embargo, secuestro y remate de los bienes del accionante, hasta cuando se resuelva el proceso ordinario de nulidad promovido contra los actos que sustentan esa actuación administrativa.
Para decidir así, consideró que se reúnen los presupuestos de procedencia de la acción de tutela pues el caso tiene trascendencia constitucional; el último de los actos administrativos reprochados se profirió el 13 de febrero de este año y los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos, ya que el actor a ellos ha acudido  “quedando pendiente el proceso ordinario que fue instaurado el 17 de octubre de 2017, no habiendo pasado el tiempo prudente para que se produzca sentencia que dirima el problema jurídico”. Por tanto, se cumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, y procede el amparo al debido proceso administrativo como mecanismo transitorio.
Luego estimó que si bien se encuentra probado que las decisiones adoptadas por Colpensiones dentro del trámite de cobro coactivo están 
amparadas por la presunción de legalidad, también que el dinero que fue desembolsado al actor y que se reclama allí en calidad de reintegro, es producto de un proceso judicial en el cual se respetaron las garantías procesales de las partes, el accionante procedió de conformidad con el principio de la confianza legítima. 
4. Inconforme con el fallo, el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones lo impugnó. Acudió a los mismos argumentos que planteó en la contestación de la demanda para solicitar la revocatoria de la decisión adoptada en primera instancia.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para dejar sin efectos los actos administrativos por medio de los cuales Colpensiones ordenó al actor reintegrar una suma de dinero y adelantó proceso de cobro coactivo para obtener el pago de la misma; en caso positivo si la entidad demandada incurrió en lesión de derecho alguno.

3. Es sabido que una de las características de la acción de tutela es      el de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aún existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

De esa manera, para la procedencia de esta excepcional acción es necesario establecer si el supuesto afectado cuenta con otro mecanismo de defensa judicial y si este resulta eficaz para protegerlo o si se está frente a un perjuicio irremediable que justifique la intervención inmediata del juez constitucional.

Al respecto dijo la Corte Constitucional:

“Como ha sido reiterado en múltiples ocasiones por esta Corporación, la acción de tutela es un mecanismo de origen constitucional de carácter residual y subsidiario, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas que están siendo amenazados o conculcados.  Ello en consonancia con el artículo 86 de la Constitución, los artículo 6º numeral 1, del Decreto 2591 de 1991 que establecen como causal de improcedencia de la tutela: “[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  La existencia de dichos mecanismos será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”.  El carácter subsidiario y residual de la acción de tutela ha servido a la Corte Constitucional para explicar el ámbito restringido de procedencia de las peticiones elevadas con fundamento en el artículo 86 de la Carta Política, más aún cuando el sistema judicial permite a las partes valerse de diversas acciones ordinarias que pueden ser ejercidas ante las autoridades que integran la organización jurisdiccional, encaminadas todas a la defensa de sus derechos.

 
…

  

Atendiendo lo expuesto, esta Corporación en sentencia T-514 de 2003, estableció que no es, en principio, la acción de tutela el medio adecuado para controvertir las actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese escenario, la acción de tutela procedería como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable. Al respecto consideró lo siguiente: 

 

“La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”
 
…

 

Así pues, a manera de conclusión, la Sala debe insistir en que, por regla general, la tutela no procede como mecanismo principal contra actos expedidos por una autoridad administrativa pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales, sin embargo, sólo de manera excepcional esta acción procede transitoriamente cuando se compruebe la existencia de un perjuicio irremediable.”

Así las cosas, puede entonces concluirse que en principio es la jurisdicción ordinaria la competente para conocer de los procesos en que se controvierta actuaciones de la administración y no la acción de tutela, salvo de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable. 

4. En el asunto bajo estudio el accionante acudió ya a esa vía principal, pues según lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo, el 17 de octubre de 2017 formuló demanda ordinaria laboral contra Colpensiones, a efecto de que se declare la nulidad de los actos administrativos por medio de los cuales ordenó el reintegro de las sumas pagadas de forma doble, por concepto de pensión de invalidez. Aunque la parte actora hizo caso omiso al requerimiento efectuado por esta Sala mediante auto del 26 de abril último, a fin de que aportara copia de esa demanda, aquel hecho se considera acreditado con la constancia que sobre la existencia de ese proceso expidió la Secretaria del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, en la que se informa que la última actuación surtida en ese trámite consistió en la notificación de la entidad accionada
.
En estas condiciones, en principio el amparo resulta improcedente ya que para la fecha se encuentra en trámite el proceso ordinario promovido por el accionante para obtener lo que pretende por este medio excepcional de protección constitucional, el que de acuerdo con el principio de la subsidiariedad, no puede ser empleado de manera simultánea con los mecanismos ordinarios previstos en la ley para la defensa de los derechos. 

5. De acuerdo con la jurisprudencia transcrita, en estos casos el amparo puede resultar procedente, de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable.
Sobre las características del citado perjuicio, la Corte Constitucional
 ha expresado:

“Ahora bien, en relación con el perjuicio irremediable, la jurisprudencia constitucional ha señalado que:
 
“(…) De acuerdo con la doctrina constitucional pertinente, un perjuicio irremediable se configura cuando el peligro que se cierne sobre el derecho fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia y de manera grave su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas impostergables que lo neutralicen. Sobre las características jurídicas del perjuicio irremediable la Corte dice en su jurisprudencia lo siguiente:
 
En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”
.
 
A la luz de lo indicado, la Corte también ha sostenido que uno de los elementos necesarios para determinar la procedencia de la acción de tutela es que el perjuicio irremediable se advierta acreditado en el expediente, por lo menos de manera sumaria. Bajo ese orden, el actor debe cumplir con una mínima carga de señalar los hechos que permitan llegar a la conclusión de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, atendiendo al carácter informal de la solicitud de amparo
.”
En el asunto bajo estudio, no se evidencia una amenaza o lesión de naturaleza tal que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto, pues la angustia del accionante ante las medidas cautelares que se pueden materializar sobre su casa de habitación, no constituye perjuicio irremediable, en los términos de la jurisprudencia transcrita; y la situación de invalidez que también aduce tampoco justifica conceder el amparo, pues aunque es un sujeto de especial protección, en el asunto bajo estudio no están de por medio derechos que afecten esa particular condición y se encuentra probado que mediante Resolución No. 5510 de 2010
 se le reconoció su pensión de invalidez, es decir que, así se perfeccionen aquellas medidas, el demandante cuenta con una fuente fija de ingresos que le permite garantizar sus necesidades básicas. 
4. En conclusión, contrario a lo definido por el juez de primera instancia, la tutela solicitada es improcedente porque no se satisface el presupuesto de la subsidiariedad y por ello se revocará el fallo impugnado, para decidir de la forma descrita.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia dictada el 13 de marzo pasado, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela que promovió Jesús Orlando Restrepo Vásquez contra Colpensiones a la cual fueron vinculados la Subdirectora de Determinaciones V y los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Cartera de esa entidad. En su lugar se declara improcedente el amparo.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-03-002-2018-00015-01)
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T- 923 de 2011, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto


� Folio 203 cuaderno No. 1


� Sentencia T-599 de 2017, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo


� Sentencia T-634 de 2006.


� Al respecto, ver sentencia T-097 de 2014.


� Folio 83 y 84 cuaderno No. 1
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